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En Valladolid, a seis de junio de dos mil dieciséis. 
 
VISTO por la Sala de lo Contencioso-administrativo del 

Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León con sede en 
Valladolid el recurso contencioso-administrativo n.º 1001/2015, 
interpuesto por la Administración del Estado (Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas), siendo parte demandada la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, 
representada y defendida por Letrado de sus servicios jurídicos, 
el Sindicato de Enfermería SATSE, representado por la 
Procuradora Sra. Fernández Marcos, la Federación de Servicios 
Públicos de la Unión General de Trabajadores de Castilla y León, 
representada por la Procuradora Sra. Goicoechea Torres, la 
Federación de Sanidad y Sectores Sociosanitarios de Comisiones 
Obreras, representada por la Procuradora Sra. Gómez Urbán, y la 
Central Sindical Independiente y de Funcionarios, representada 
por el Procurador Sr. Donís Ramón; impugnándose la Orden 
SAN/370/2015, de 29 de abril, por la que se convoca proceso 



selectivo para la cobertura de 554 plazas de personal 
estatutario fijo en plazas de la categoría de Enfermero/a (BOCYL 
de 8 de mayo de 2015), y habiéndose seguido el procedimiento 
jurisdiccional ordinario previsto en la Ley de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa de 13 de julio de 1998. 
 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

PRIMERO. La representación procesal de la parte actora 
interpuso recurso contencioso-administrativo contra resolución 
expresada en el encabezamiento. 

 
SEGUNDO. Reclamado el expediente administrativo, de 

conformidad con el artículo 48 de la Ley Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa de 13 de julio de 1998, 
y una vez que fue remitido este, se dio traslado a la parte 
recurrente para que formulara la demanda, lo que hizo en término 
legal, efectuando las alegaciones que se expresan en la 
fundamentación jurídica de esta resolución e interesando en el 
suplico de la demanda lo siguiente: 

 
“… admitiendo este escrito se sirva tener por formulada 

demanda en el recurso contencioso-administrativo arriba indicado 
contra la Orden SAN/370/2015, de 29 de abril por la que se 
convoca un proceso selectivo para la cobertura de 554 plazas de 
personal estatutario fijo en plazas de la categoría de 
Enfermero/a (publicada en el BOCYL de 8 de mayo de 2015); así 
como por formalizada la demanda y, previos los trámites legales 
, dicte en su día Sentencia por la que, estimando el presente 
proceso contencioso-administrativo, anule la Orden impugnada, 
por ser contraria a Derecho, con condena en costas”.   

 
TERCERO. Las representaciones procesales de las partes 

demandadas contestaron a la demanda, alegando la legalidad del 
acuerdo recurrido. 

 
CUARTO. El procedimiento no fue recibido a prueba. 
 
QUINTO. Se formuló por las partes el escrito de conclusiones 

previsto en el artículo 62 de la LJCA. 
 
Es ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. Felipe Fresneda Plaza. 

 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO. Se plantea en el presente recurso jurisdiccional la 

impugnación de la Orden SAN/370/2015, de 29 de abril, por la que 
se convoca un proceso selectivo para la cobertura de 554 plazas 
de personal estatutario fijo en plazas de la categoría de 
Enfermero/a (BOCYL de 8 de mayo de 2015). 

 
Al objeto de delimitar las cuestiones que se plantean en el 

presente procedimiento hemos de comenzar por aludir al objeto de 
la convocatoria y la ejecución por la misma de las ofertas de 



empleo público que en ella se expresan, al efecto hemos de citar 
el punto 1 de la Orden recurrida en la que se expresa:  

 
“1.1. Se convoca proceso selectivo para la cobertura de 554 

plazas de la categoría de ENFERMERO/A del Servicio de Salud de 
Castilla y León, correspondientes a la acumulación de las 
Ofertas de Empleo Público de los años 2009, 2010 y 2011, de 
acuerdo con la siguiente distribución:  

a) 389 plazas para el turno de acceso libre.  
b) 65 plazas para el turno de personas con discapacidad, con 

un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento.  
c) 100 plazas para el turno de promoción interna.” 
 
SEGUNDO. La Abogada del Estado delimita su pretensión de 

nulidad de la resolución recurrida, la referida Orden  
SAN/370/2015, de 29 de abril, en la consideración de que al 
acumularse en dicha convocatoria las ofertas de empleo público 
de los años 2009, 2010 y 2011 se vulnera lo dispuesto en el 
artículo 70.1 del Estatuto Básico de los Empleados Públicos 
aprobado por Ley 7/2007, de 12 de abril, así como la prohibición 
contenida en el artículo 21. uno y cinco de la Ley 36/2014, de 
26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2015. 

 
Desde la primera perspectiva considera la Administración del 

Estado, que el plazo improrrogable previsto en el artículo 70.1 
del Estatuto Base del Empleado Público no se ha cumplido, ya que 
“las plazas convocadas fueron incluidas en la Oferta de Empleo 
Público de la Comunidad Autónoma de los años 2009, 2010 y 2011, 
a pesar de lo cual dichas plazas no fueron cubiertas. No es sino 
hasta el año 2015, es decir, seis años después de la aprobación 
de la Oferta de Empleo Público del año 2009, cuando la Comunidad 
Autónoma decide convocar el proceso selectivo correspondiente 
para su cobertura, contraviniendo así el plazo de tres años a 
que hace referencia el artículo 70.1 EBEP”. 

 
Se expresa también en la demanda que existe vulneración de lo 

establecido en la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015, la cual en 
su artículo 21. Uno.1 establece que “A lo largo del ejercicio 
2015 no se procederá en el sector público delimitado en el 

artículo anterior… a la incorporación de nuevo personal salvo la 

que pueda derivarse de la ejecución de procesos selectivos 

correspondientes a Ofertas de Empleo Público de ejercicios 

anteriores”. Y el apartado 2, condiciona la validez de las 
convocatorias a que la ejecución de las ofertas se produzca en 
el plazo improrrogable de 3 años desde la fecha de publicación 
de la convocatoria. 
 

De esta forma se concluye en la demanda que la convocatoria 
es inválida en cuanto que se efectuó el 8 de mayo de 2015 
ejecutando ofertas correspondientes al año 2009, 2010 y 2011, 
fuera por lo tanto del plazo improrrogable de 3 años previsto en 
los citados preceptos. 

 



TERCERO. Establecidas las precedentes premisas se ha de decir 
que es una circunstancia fáctica inconcusa que las ofertas de 
empleo cuya ejecución dio lugar a la convocatoria impugnada se 
efectuaron una vez  transcurrido ampliamente el plazo de tres 
años previsto en el artículo 70.1 del Estatuto Básico de los 
Empleados Públicos Ley 7/2007, de 12 de abril  y en el apartado 
2 del artículo 21 de la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015, ya que como 
se alegaba en la demanda las ofertas de empleo público que se 
ejecutan corresponde a los años 2009, 2010 y 2011, en tanto que 
la convocatoria impugnada se efectúa en el BOCYL de 8 de mayo de 
2015. 

 
El primero de los preceptos citados el artículo 70 de la Ley 

7/2007, dice así: 

“1. Las necesidades de recursos humanos, con asignación 

presupuestaria, que deban proveerse mediante la incorporación de 

personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta de empleo 

público, o a través de otro instrumento similar de gestión de la 

provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la 

obligación de convocar los correspondientes procesos selectivos 

para las plazas comprometidas y hasta un diez por cien 

adicional, fijando el plazo máximo para la convocatoria de los 

mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta de empleo 

público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del 

plazo improrrogable de tres años. 

2. La Oferta de empleo público o instrumento similar, que se 

aprobará anualmente por los órganos de Gobierno de las 

Administraciones Públicas, deberá ser publicada en el Diario 

oficial correspondiente. 

3. La Oferta de empleo público o instrumento similar podrá 

contener medidas derivadas de la planificación de recursos 

humanos." 

 
El contenido de este precepto es reiterado por el artículo 

21.1.2 de la antes citada Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015, el cual es 
del siguiente tenor literal: 

 
“La validez de la autorización contenida en el apartado Uno.2 

de este artículo estará igualmente condicionada a que la 

convocatoria de las plazas se efectúe, mediante publicación de 

la misma en el Diario oficial de la Comunidad Autónoma o, en su 

caso, del Estado, en el plazo improrrogable de tres años, a 

contar desde la fecha de la publicación de la Oferta de Empleo 

Público en la que se incluyan las citadas plazas, con los 

requisitos establecidos en el párrafo anterior, de conformidad 

con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 70 de la Ley 

7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 

Público”. 

 
Los dos preceptos citados son claros en el sentido de la 

improrrogabilidad del plazo de tres años para la ejecución de 
las ofertas de empleo público. La cuestión básica que se suscita 



es, por lo tanto, si una vez que ha transcurrido dicho plazo no 
pueden efectuarse las convocatorias habilitadas por dichas 
ofertas, al haber dejado de ser válidas las mismas por 
consunción temporal del momento en que pudieron realizarse, como 
se entiende por la Administración del Estado, o si, por el 
contrario, como considera la Administración de la Comunidad 
Autónoma, la mera transgresión del plazo de ejecución de las 
ofertas, como derivaría del artículo 63.3 de la Ley 30/1992, no 
conlleva la invalidez de las reiteradas ofertas objeto de 
ejecución, por no ser esencial la consideración del plazo 
previsto para efectuar dicha ejecución en atención a la 
naturaleza del plazo previsto. 

 
CUARTO. Sobre la cuestión analizada hemos de comenzar por 

reiterar lo que ya se expresaba en la pieza de medidas 
cautelares, en la que recayó el auto de 12 de noviembre de 2015, 
en el que se expresaba lo siguiente: 

 
“Pues bien, desde la perspectiva de la apariencia de buen 

derecho que nos ocupa, no hay duda que del tenor literal del 
precepto se genera la plena caducidad de la oferta de empleo, 
una vez que han transcurrido, como es el caso, tres años desde 
el momento de su aprobación, que tuvo lugar en último término, 
como explicita la exposición de motivos de la Orden impugnada, 
con el Decreto 21/2011, de 21 de mayo, que modifica el Decreto 
14/2011, de 24 de marzo. Esto es: al momento de la convocatoria 
han transcurrido ya cuatro años desde que se aprobó la oferta de 
empleo, que ha de ser presupuesto del proceso selectivo 
convocado y que no puede ser objeto de ejecución ante su 
extinción, por consunción temporal. 

A una similar conclusión se llegó en la sentencia del 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia de cinco de junio de 
dos mil catorce, recurso 207/13, que es citada por el Abogado 
del Estado. 

De esta forma, ha de entenderse que se ha vulnerado una norma 
que es terminante en su contenido literal, que solo autoriza a 
interpretar que los procedimientos selectivos se han de convocar 
dentro del plazo de tres años en que se encuentra vigente la 
oferta de empleo, plazo que en este caso ha sido ampliamente 
superado. A distinta conclusión podría llegarse –lo que no 
acontece en el presente caso, ni es planteado por las partes- si 
se tratase de unas pruebas selectivas convocadas dentro del 
plazo de 3 años y cuyo desarrollo se efectuase superado dicho 
plazo, pues en este caso pudiera entenderse que una vez iniciado 
el proceso selectivo dentro de dicho plazo, habría que entender 
que no se vulnera el ordenamiento jurídico, de conformidad con 
la  interpretación que se efectúa en el derecho administrativo 
sobre el carácter de la realización de las actuaciones 
administrativas dentro del tiempo establecido al efecto 
(artículo 63.3 de la Ley 30/1992). Mas en este caso, por así 
haberse establecido en el citado artículo 70 del Estatuto Básico 
del Empleado Público, que configura como improrrogable el plazo 
de 3 años de vigencia de la oferta de empleo público, debe 
entenderse que la convocatoria se ha efectuado sin que exista 
eficazmente dicha oferta de empleo público, lo que a los efectos 
analizados, y desde la perspectiva propia de esta “sumaria 



cognitio”, conlleva a entender que concurre un supuesto de 
nulidad de pleno derecho”. 

 
Estos argumentos se han de reiterar en la presente 

resolución, pues por la naturaleza del plazo analizada y el 
tenor literal de las normas objeto de aplicación ha de 
entenderse que el mismo tiene una naturaleza esencial, no 
pudiendo reputarse que sea un mero elemento tangencial en la 
ejecución de la oferta, que pudiera ser en otro caso eficaz de 
una forma indefinida e intertemporal, lo que no se compagina ni 
con el tenor literal de las normas objeto de aplicación ni con 
la finalidad de la oferta que, por su propia naturaleza, exige 
su ejecución en un plazo adecuado para cumplir la programación 
en la misma prevista e incluso las expectativas de acceso al 
empleo público que se generan en los aspirantes que, en 
abstracto y en términos generales, están llamados a participar 
en los procesos selectivos que de ella derivan. 

 
QUINTO. Por su claridad hemos de reproducir los argumentos 

que se daban sobre una cuestión análoga a la planteada en la 
sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 11 de noviembre de 
2015, recaída en el recurso contencioso administrativo n.o 

856/2014, cuyos argumentos son compartidos por la Sala. Esta 
sentencia, citada con la demanda, se expresa en los términos 
siguientes: 

“…El sintagma «en todo caso», con el que comienza el último inciso 
del artículo 70.1 del Estatuto Básico del Empleado Público a 

interpretar, va seguido más adelante de la expresión «plazo 

improrrogable». El uso correcto del lenguaje —criterio de 

interpretación gramatical — esto es, el canon de interpretación 

literal, no nos permite considerar inútil y dejar de lado el 

especificativo «improrrogable» que cualifica el plazo, reforzada por 

su aplicación a todos los supuestos denotada por el sintagma inicial. 

Por el contrario, con la semántica de la frase queda significada la 

imposibilidad de ejecutar ofertas de empleo una vez extravasado el 

margen temporal señalado, Y de ahí, la inaplicación de la regla 

general de que el incumplimiento de los plazos solo constituye una 

irregularidad no invalidante, que, por lo demás, tiene como excepción 

los casos en que así lo imponga la naturaleza del término o plazo. Por 

tanto, el plazo de tres años, desde la óptica del artículo 63.3 de la 

Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 

Procedimiento Administrativo Común, constituye un plazo esencial. 

No se trata de ponderar, como se pretende por las recurridas, las 

consecuencias del incumplimiento del plazo con la regla general de 

validez de los actos administrativos realizados fuera de plazo, sino 

de subsumir la condición de aplicación del precepto, porque el 

expresado margen de tres años no tiene el valor de una directriz para 

evitar la dilación excesiva de los procesos selectivos, sin 

consecuencias jurídicas anudadas a Su incumplimiento, o que la 

consecuencia fuera la de la responsabilidad de la Administración por 

funcionamiento anormal. 

En su versión original, la Ley 30/1984, de medidas para la reforma 

de la función pública, fijaba un plazo máximo dentro del cual había 



que desarrollar la Oferta de Empleo Público: obligaba a ofrecer todas 

las plazas vacantes antes del primer trimestre de cada año natural y a 

celebrar las convocatorias antes del I de octubre, pero no lo hacía en 

los términos en que lo hace el artículo 70,1 del Estatuto Básico del 

Empleado Público, al no contemplar la improrrogabilidad del plazo, lo 

que hacía posible, entonces, ejecutar la oferta más allá de los plazos 

establecidos. 

Pero al fijarse ahora un límite temporal en los términos notados 

debe entenderse que constituye el plazo para el ejercicio de la 

potestad de convocatoria de las plazas correspondientes, que de no 

ejercerse invalida sobrevenidamente la oferta impidiendo que puedan 

realizarse las convocatorias. 

No se nos escapa que la intención pretendida a través del inciso 

examinado, introducido en la tramitación parlamentaria de la Ley, 

cumple con una finalidad, la de terminar con la temporalidad en el 

empleo público, pero también es verdad que las ofertas de empleo 

público determinando las plazas que se pretenden cubrir de modo 

definitivo obedece a la evaluación de las necesidades de personal, y 

esa previsión de las necesidades puede perder actualidad porque el 

transcurso del tiempo influye, desde luego, en las necesidades de 

recursos humanos, lo que significa, para nuestro caso, que no cabe la 

ejecución intemporal de las ofertas de empleo público. 

 

Puede argüirse también, como canon interpretativo, que el artículo 

21.Cinco de la Ley 22/2013, de Presupuestos Generales del Estado para 

el año 2014, condiciona la validez de las autorizaciones de la tasa de 

reposición a que se refiere el apartado Uno.2 a que «la convocatoria 

se efectúe, mediante la publicación de la misma en el Diario Oficial 

de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del Estado, en el plazo 

improrrogable de tres años, a contar desde la publicación de la Oferta 

de Empleo Público en la que se incluyan las citadas plazas, con los 

requisitos establecidos en el párrafo anterior, de conformidad con lo 

dispuesto en el apartado 1 del artículo 70 de la Ley 7/2007, de 12 de 

abril». 

Esa referencia al plazo improrrogable de tres años (reproducida en 

igual número y artículo de la Ley 36/2014, de presupuestos para 2014) 

lejos de ser una nueva regla de caducidad, hasta entonces inexistente 

(como sostiene el letrado de la Comunidad de Madrid) es el trasunto 

del artículo 70 del Estatuto Básico del Empleado Público. Y es que no 

siempre, a la hora de interpretar las normas jurídicas, puede 

considerarse que el legislador, por razones de técnica legislativa, no 

redunda, sino que en ocasiones sencillamente se repite, o que, como 

aquí apreciamos, se aprovecha la ley de presupuestos para delimitar 

con exactitud el alcance que haya de darse al artículo 70 del Estatuto 

Básico del Empleado Público y la forma precisa de computar el plazo. 

Por último, el hecho de que los puestos convocados se encuentren 

cubiertos casi en su totalidad por personal interino no justifica la 

provisión de las plazas de modo definitivo con el argumento de que no 

tendría ningún efecto positivo desde la perspectiva del control del 

déficit. Por el contrario, el alcance de la prohibición se extiende a 

todas las formas de ingreso y rige, incluso, para los procesos de 

consolidación de empleo y es indiferente que los puestos convocados 

estén ocupados por personal interino porque la existencia de interinos 

no justifica la provisión de las plazas de modo definitivo y el gasto 

temporal se convertiría en estructural”. 



 
SEXTO. Con arreglo a las precedentes consideraciones se ha de 

insistir en que no puede entenderse que nos encontremos ante un 
término no esencial, sino que la propia norma legal de 
aplicación, el apartado 1 del artículo 70 de la Ley 7/2007, de 
12 de abril, lo que es ratificado por el artículo 21.1.2 de la 
Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2015, al expresar la improrrogabilidad del 
plazo de los tres años, está viniendo a expresar que este plazo 
máximo de ejecución es un término esencial que se convierte en 
requisito de validez para la ejecución de las convocatorias de 
pruebas selectivas de las que la oferta es presupuesto. Además, 
no ya solo literalmente, sino también finalísticamente ha de 
entenderse que la oferta de empleo, como elemento racionalizador 
de toda la selección de personal, exige por motivos de seguridad 
jurídica para los aspirantes a las plazas que en abstracto han 
de convocarse y de racionalización, desde una perspectiva 
presupuestaria, que las previsiones de la oferta de empleo 
público se lleven a término -respecto a la realización de la 
convocatoria, sin perjuicio del tiempo de realización de las 
prueba que puede ser superado- en el plazo máximo de tres años 
establecido en los preceptos referidos. 

 
En cuanto al criterio contrario que parece deducirse de otras 

sentencias de Tribunales Superiores de Justicia que se citan en 
la contestación a la demanda, ha de decirse, por un lado, que no 
es claro que las convocatorias fiscalizadas en las mismas -así 
la de la sentencia de la Audiencia Nacional de 17 de septiembre 
de 2010- se refieren a supuestos en que se encontraba vigente el 
Estatuto Básico del Empleado Público, pues al menos en esta 
sentencia parece estar contemplándose un supuesto anterior a la 
entrada en vigor de la Ley 7/2007 y, por otra parte, la 
perspectiva analizada se refiere más a la duración del 
procedimiento desde el momento en que el mismo se inicia, 
excediendo a la duración del ejercicio presupuestario, que a que 
se efectúe la convocatoria transcurrido tres años desde la 
oferta, que es el enfoque que se contempla en el presente 
procedimiento. En todo caso es obvio que los precedentes 
invocados no constituyen jurisprudencia alguna ni, 
consiguientemente, vinculan a este Tribunal, sin perjuicio de 
que su contenido se haya sopesado al momento de dictar la 
presente resolución. 

 
SÉPTIMO. La perspectiva que se analiza en la contestación a 

la demanda, sobre el hecho de que en las ofertas de empleo 
público se puedan ofertar las plazas que son ocupadas por 
personal interino, sin que existan los límites de reposición de 
efectivos que se establecen en la legislación presupuestaria 
antes citada, invocando la jurisprudencia que dimana de la 
sentencia de la Sala del Tribunal Supremo de 29 de octubre de 
2010 y 28 de noviembre de 2012, y las sentencias de diversos 
Tribunales Superiores que se citan, no puede llevarnos a la 
conclusión de que por este sólo hechos las ofertas de empleo 
público que legitiman la convocatoria impugnada sean válidas.  

 



Así, ha de entenderse que una cosa es que las plazas vacantes 
ocupadas por interinos puedan ser integradas en una oferta de 
empleo, sin que existan los límites presupuestarios establecidos 
para las de nueva creación -lo que solo se enuncia a los efectos 
de análisis de la consideración realizada en la contestación a 
la demanda, sin que se deba darse por válida dicha afirmación-, 
y otro aspecto muy diferente es que el hecho de incluirse en la 
convocatoria plazas ocupadas por interinos den validez a ofertas 
que ya ha de entenderse que han perdido vigencia al ser más de 
tres años anteriores a la convocatoria. De esta forma la 
existencia de plazas vacantes ocupadas por interinos pudiera 
legitimar su inclusión en una oferta de empleo público, más en 
todo caso tal oferta deberá ejecutarse en un plazo máximo de 
tres años, perdiendo en otro caso su validez, como ha acontecido 
en el supuesto analizado. 

 
OCTAVO. Las consideraciones precedentes hacen innecesario el 

análisis de la cuestión relativa a sí se han superado los 
límites presupuestarios establecidos en la legislación 
presupuestaria que fue anteriormente citada en relación con la 
tasa de reposición de efectivos. 

 
Tampoco es necesario analizar la cuestión relativa a la 

vulneración del principio de estabilidad presupuestaria que 
dimana del artículo 135 de la Constitución Española, cuestión 
que se invoca en el cuarto de los fundamentos de derecho de la 
contestación a la demanda, que transcribe un escrito que es 
trasladado por la Consejería de Sanidad y del que puede 
desprenderse la no transgresión por la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León de los límites generales de gasto establecidos 
para las Comunidades Autónomas. Es obvio que todas estas 
cuestiones, por más que el gasto efectuado por una Comunidad 
Autónoma tiene incidencia en los límites generales de gasto de 
todas las Administraciones públicas territoriales en una 
consideración de conjunto, superan el ámbito de las pretensiones 
y motivos de nulidad que para fundamentarlas se invocan en la 
demanda, por lo que no puede ser acometido su análisis. 

 
NOVENO. Por todo lo razonado, la inexistencia de una oferta 

de empleo público válida, que es presupuesto de validez de la 
convocatoria, hace que esta no sea ajustada a Derecho. 

 
Procede, consiguientemente, la estimación de la demanda 

declarando la nulidad de la convocatoria objeto de impugnación. 
 
DÉCIMO. En cuanto a las costas, previene el artículo 139 de 

la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de esta Jurisdicción, 
en la redacción aplicable a este procedimiento que "En primera o 
única instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o 
al resolver por auto los recursos o incidentes que ante el mismo 
se promovieren, impondrá las costas a la parte que haya visto 
rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo 
razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de 
derecho". Y en el presente caso, estimado el recurso, sin que 
existan dudas de hecho o de derecho, procede su imposición a las 
partes demandadas. 



 
En aplicación del principio de moderación, con entidad 

superior al que pueda aplicarse en las relaciones entre abogado 
y cliente, del que se hacen eco diversas sentencias del Tribunal 
Supremo, como son las de 19 y 25 de febrero de 2010, en atención 
a la dificultad del asunto y la labor efectivamente realizada en 
el procedimiento, se considera que la cantidad máxima a que debe 
ascender la tasación de costas a realizar por todos los 
conceptos, excepto el Impuesto sobre el Valor Añadido, ha de ser 
la cifra de 1.500 euros. 
 
 

Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente 
aplicación, 
 

FALLAMOS 
 

Que debemos estimar y estimamos el recurso interpuesto por la 
representación procesal de la Administración del Estado, contra 
la Orden SAN/370/2015, de 29 de abril, por la que se convoca un 
proceso selectivo para la cobertura de 554 plazas de personal 
estatutario fijo en plazas de la categoría de Enfermero/a, 
anulando dicho acuerdo por no ser ajustado a Derecho, en los 
motivos de impugnación alegados, e improcedentes las 
pretensiones de la parte actora, todo ello con imposición de 
costas a los demandados en la cuantía máxima por todos los 
conceptos, excepto el Impuesto sobre el Valor Añadido, de 1.500 
euros. 

 
Contra la presente resolución cabe la interposición del 

recurso de casación ordinario previsto en el artículo 86 de la 
Ley Reguladora de esta Jurisdicción que se preparará ante la 
Sala en plazo de diez días desde la notificación de esta 
sentencia. 

 
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 

firmamos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el 
Ilmo. Sr. Magistrado Ponente que en ella se expresa, en el mismo 
día de su fecha, estando celebrando sesión pública la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León, de lo que doy fe.                 
                       
                                 



 


